El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CARACTERÍSTICAS Y PRESUPUESTOS / TÉRMINO PARA CONTESTAR / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / SOLICITUD DE ACCESO A TIERRAS.
El mencionado derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución.

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. (…)
La Ley 1755 de 2015… dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción…
… se concluye que la entidad demandada ha desconocido el derecho cuya protección se reclama, pues luego de más de tres meses aún no ha recibido respuesta de fondo a la solicitud elevada por el actor, sin que por ende, pueda considerarse satisfecho el derecho de petición de que es titular, tal como lo pretende la impugnante.
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Pereira, marzo trece (13) de dos mil veinte (2020)


Acta No. 101 del 13 de marzo de 2020


Expediente No. 66682-31-03-001-2020-00024-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la Agencia Nacional de Tierras frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 30 de enero último, en la acción de tutela que instauró el señor Fernelly Camilo Espinosa Chacón contra la entidad recurrente, a la que fueron vinculados la Directora, el Presidente del Consejo Directivo y el Subdirector de Sistemas de Información de Tierras de esa misma Agencia, el Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural y el Director de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante que en su condición de víctima del conflicto armado, por desplazamiento, el 12 de noviembre de 2019 remitió a la entidad demandada solicitud para obtener que atendieran su requerimiento “del derecho a acceso a tierras”; sin embargo, a la fecha no ha obtenido respuesta alguna. 
2. Considera lesionado el derecho de petición y para protegerlo solicita se ordene a la accionada contestar la mencionada petición.  
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 20 de enero de este año se admitió la acción y se ordenó vincular a la Directora y al Presidente del Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Tierras, al Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural y al Director de Gestión Social y Humanitaria de la -UARIV-. Con posterioridad se hizo lo propio respecto del Subdirector de Sistemas de Información de Tierras de la Agencia Nacional de Tierras. 
2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 Los Jefes de las Oficinas Asesoras Jurídicas de la UARIV y del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural manifestaron que las entidades que representan carecen de legitimación en la causa por pasiva, como quiera que la adjudicación de bienes inmuebles a las víctimas radica en cabeza de la Agencia de Restitución de Tierras. 
2.2 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras, por medio de apoderada, solicitó se archivaran las diligencias, por carencia actual de objeto, con sustento en que mediante respuesta, enviada al correo del accionante, se le informó que esa Agencia viene adelantando las acciones tendientes a la conformación del sistema de información de sujetos de ordenamiento y que se han recibido más de 50.000 peticiones para los diferentes programas de acceso a tierras y formalización de la propiedad, de manera que se ha puesto en marcha un proceso de descongestión para atenderlas. A la fecha no se ha podido valorar la petición del actor, a fin de determinar si cuenta con las condiciones para ser considerado sujeto de ordenamiento social, calidad que no otorga derechos o expectativas distintas al del ingreso al registro, empero su reclamación será resuelta con la mayor diligencia posible. Así mismo, la asignación de derechos de propiedad se definirá cuando se culmine “el procedimiento único”. A lo anterior agregó que las solicitudes se atenderán bajo el sistema de turnos establecido en el artículo 15 de la Ley 962 de 2005.  
3. Mediante sentencia del 30 de enero último, la Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal concedió el amparo solicitado y ordenó a la Directora y al Subdirector de Información de Tierras de la Agencia Nacional de Tierras responder de fondo la petición elevada por el demandante el 13 de noviembre de 2019. Además desvinculó a los demás intervinientes.
Para decidir así, consideró que aunque la Agencia Nacional de Tierras emitió respuesta dentro del término de 30 días con que contaba para pronunciarse sobre la consulta formulada por el actor, esa contestación no resuelve el fondo del asunto, en tanto que se limita a informar que por el cúmulo de peticiones recibidas no ha sido posible analizar la cuestión planteada, mas se deja de precisar la fecha o el término en que se atenderá efectivamente la solicitud.
4. Inconforme con el fallo, la apoderada de la Agencia Nacional de Tierras lo impugnó. A los argumentos que planteó en la contestación de la demanda agregó que en este caso se produjo un hecho superado, como quiera que se emitió una nueva respuesta en la que se le informó al accionante que los documentos que había aportado para obtener su inscripción en el registro de sujetos de ordenamiento RESO fueron insuficientes y por ello debía incorporar certificado para hijos de crianza con vínculo de consanguinidad, datos adicionales que se requieren para continuar con el trámite. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si se incurrió en lesión al derecho de petición, de que es titular el demandante y se definirá si se está frente a un hecho superado.
3. El mencionado derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución.
La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho.
Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho
:

“El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas a “presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. Además, le otorga al legislador la facultad de reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales…

Del mismo modo, la jurisprudencia
 constitucional ha reiterado que el núcleo esencial del derecho de petición comporta los siguientes elementos
:

(i) Formulación de la Petición, esto es, la posibilidad cierta y efectiva de dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades y a los particulares, sin que les sea dado negarse a recibirlas o a tramitarlas
; (ii) Pronta Resolución, es decir, la definición de fondo del asunto planteado dentro de un término razonable
, que por regla general ha sido definido por el Código Contencioso Administrativo en 15 días, lapso en el que, si no es posible resolver definitivamente la petición, deberá informarse el momento en que tendrá lugar la resolución de fondo de lo pedido, señalando las razones que motivan la dilación
; (iii) Respuesta de Fondo, o sea, la resolución definitiva de lo pedido, en sentido positivo o negativo, de forma clara -esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión-, precisa -de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas
, congruente -de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado- y  consecuente con el tramite surtido -de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente
; y (iv) Notificación al Peticionario, es decir, la información efectiva del solicitante respecto de la decisión que, con motivo de su petición, se ha producido
.” 
4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

5. Las pruebas allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 12 de noviembre de 2019, el señor Fernelly Camilo Espinosa Chacón solicitó al Director General de la Agencia Nacional de Tierras atendiera su requerimiento de acceso a tierras, como víctima del conflicto armado, al cumplir los requisitos establecidos en el Decreto 902 y la Resolución 740 de 2017. También, que se dé cumplimiento al referido decreto y a las normas complementarias relacionadas con el derecho de acceso y adjudicación de tierras a título gratuito, de forma individual o conjunta y comunitaria, a través de la Asociación de Productores de Higuerilla de Santa Rosa de Cabal, entidad asociativa a la que pertenece y con la cual está ejecutando un proyecto productivo en tierras arrendadas, que resultan insuficientes para obtener ingresos que les permitan tener una vida digna. Agregó que se encuentra debidamente inscrito en el RESO
.

5.2 Mediante oficio del 3 de diciembre de 2019, el Subdirector de Sistemas de Información de Tierras de la citada entidad, le informó al actor que han recibido su comunicación en la que solicita saber el estado de su proceso y que consultada su base de datos, se evidencia que diligenció el Formulario de Sujetos de Ordenamiento Social FISO y entre otras cosas le informan: a) se vienen adelantando las acciones tendientes a la conformación del sistema de información de sujetos de ordenamiento RESO, para identificar el conjunto de personas que aspiran a acceder a programas de tierras y formalización de la propiedad. Allí se consignan los datos de identificación de cada ciudadano y núcleo familiar, “los requisitos y los criterios de puntuación”. De igual manera se diseñó el formulario de inscripción de sujetos de ordenamiento FISO para recopilar la información requerida en aras de realizar la inscripción en el registro; b) se han recibido más de 50.000 peticiones de ingreso en esos programas y por tal motivo se ha puesto en marcha un proceso de descongestión para atenderlas. Aunque en este caso no se ha podido valorar la petición, en aras de establecer si el actor cuenta con las condiciones para ser considerado sujeto de ordenamiento social, calidad que no otorga derechos o expectativas distintas al del ingreso al registro, su reclamación será analizada con la mayor diligencia posible y c) la asignación de derechos de propiedad se definirá cuando se culmine “el procedimiento único”
. 

5.3 En comunicación del 5 de febrero de este año, dirigida al accionante, el citado Subdirector del Sistemas de Información de Tierras indicó que para dar respuesta a su solicitud de inscripción en el registro de sujetos de ordenamiento RESO elevada el 1º de junio de 2018, al verificar la información suministrada en el formulario de inscripción de sujetos de ordenamiento FISO No. 0033205, se encontró que es insuficiente para resolver sobre la inscripción en ese registro y se hace necesario que aporte el certificado para hijos de crianza con vínculo de consanguinidad. Ese documento deberá ser entregado en la unidad de gestión territorial más cercana a su domicilio o puede ser remitido por correo electrónico, dentro de los 30 días siguientes; de no atender oportunamente ese requerimiento “su inscripción será resuelta con la información disponible”
.     
6. Surge de las anteriores pruebas que ninguno de los pronunciamientos realizados por la entidad accionada satisface los requisitos determinados en la jurisprudencia atrás transcrita, pues han dejado de resolver de manera concreta la solicitud elevada por el actor, relacionada con el derecho al acceso y adjudicación de tierras a título gratuito, de acuerdo con la solicitud que elevó en el escrito que se describió en el numeral 5.1 de las consideraciones de esta providencia. 
En efecto, el primero guarda relación con el “estado de su proceso” y el segundo con la reclamación formulada para obtener su inscripción en el registro de sujetos de ordenamiento RESO, asuntos ajenos a la petición a que se refiere el actor como no contestadas.

De esa manera las cosas, se concluye que la entidad demandada ha desconocido el derecho cuya protección se reclama, pues luego de más de tres meses aún no ha recibido respuesta de fondo a la solicitud elevada por el actor, sin que por ende, pueda considerarse satisfecho el derecho de petición de que es titular, tal como lo pretende la impugnante.

En estas condiciones se confirmará el fallo que se revisa.     

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 30 de enero de este año, dentro de la acción de tutela promovida por el señor Fernelly Camilo Espinosa Chacón contra la Agencia Nacional de Tierras, a la que fueron vinculados la Directora, el Presidente del Consejo Directivo y el Subdirector de Sistemas de Información de Tierras de esa misma entidad, el Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural y el Director de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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